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Dª. María Isabel Perelló Doménech

D. José María del Riego Valledor

D. Diego Córdoba Castroverde

D. Fernando Román García

En Madrid, a 27 de noviembre de 2020.

Esta Sala ha visto ha visto el recurso de casación registrado bajo el número RCA/6531/2019, interpuesto
por el procurador don Luis Fernando Pozas Osset, con asistencia del letrado don Héctor Cueli García, en
representación de  Mariano , contra la sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de la Audiencia Nacional de 22 de julio de 2019, que desestimó el recurso contencioso-
administrativo número 154/2018, formulado contra la resolución de la Directora de la Agencia Española de
Protección de Datos de 7 de febrero de 2018, subsanada por resolución de 19 de febrero de 2018, recaídas en
el procedimiento sancionador TD/01833/2017, por la se desestima la reclamación formulada contra Microsoft
Corporation, por haber sido atendido el derecho solicitado en las consultas partir de su nombre, respecto de
las siguientes urls:

DIRECCION000

DIRECCION001

DIRECCION002

DIRECCION003

DIRECCION004

Asimismo, se desestima la reclamación formulada por D.  Mariano  contra Microsoft Corporation, respecto de
la desindexación a partir de una consulta por sus dos apellidos.

E igualmente, se desestima la reclamación formulada por D.  Mariano  contra Microsoft Corporation, al no
haberse incluido en la reclamación previa ante Microsoft Corporation, en referencia a la Url:

DIRECCION005 .

Ha sido ponente el Excmo. Sr. D. José Manuel Bandrés Sánchez-Cruzat.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- En el proceso contencioso-administrativo número 154/2018, la Sección Primera de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional dictó sentencia el 22 de julio de 2019, cuyo fallo dice
literalmente:

«DESESTIMAR el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Procurador de los Tribunales Sr. Pozas
Osset, en nombre y representación de D.  Mariano ,  frente a la resolución de la Directora de la Agencia Española
de Protección de Datos de fecha 7 de febrero de 2018, dictada en el procedimiento TD/01833/2017; con
imposición de costas a la parte actora. ».

El pronunciamiento desestimatorio del recurso contencioso-administrativo se basó en la exposición de las
siguientes consideraciones jurídicas:

«[...] SEGUNDO.- La actora discrepa de dicha resolución respecto del punto 2º de su parte dispositiva, esto es,
en cuanto desestima la reclamación formulada contra Microsoft Corporation, respecto de la desindexación a
partir de una consulta por sus dos apellidos.

Alega, que cualquier persona que utilice el buscador de Internet BING y haga una búsqueda de resultados de
enlaces a páginas webs utilizando como parámetros de búsqueda el nombre sumado a los dos apellidos, o
los apellidos sin el nombre, encuentra entre los primeros resultados de búsqueda los cinco enlaces a páginas
web relacionados en la apartado primero de la parte dispositiva de la resolución impugnada, si bien, en el
resultado de la búsqueda con los apellidos los enlaces no siempre aparecen en el mismo orden ni con la misma
frecuencia.

Sostiene que al reclamante le asiste el mismo derecho en cuanto a la eliminación de resultados tanto de
búsquedas por su nombre sumado a los apellidos como por los apellidos sin el nombre. Esgrime que la
Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) de 13 de mayo de 2014 habla de la eliminación
de búsquedas a partir del nombre, y nombre según la definición de nombre de la RAE, es "Palabra que designa
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o identifica seres animados o inanimados", siendo evidente que los apellidos designan e identifican a una
persona y deben entenderse dentro del concepto de "nombre".

Añade, que resulta patente que una búsqueda a partir de unos apellidos muy comunes ofrecerá múltiples
resultados de diversas personas que llevarán los mismos apellidos. No obstante, la búsqueda con unos
apellidos en que al menos uno de ellos sea peculiar, como es en este caso el apellido  Mariano , dará lugar a
que en el resultado de búsqueda aparezcan exclusivamente los enlaces referidos a la persona concreta, por lo
que si una persona es identificable por sus apellidos, puede ejercer el derecho de oposición respecto a dichos
resultados de una búsqueda por sus apellidos.

Señala que la Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) tiene la función de tutelar el derecho de
oposición al tratamiento de los datos de carácter personal, como prescribe el artículo 18 de la Ley Orgánica
15/1999, de protección de datos de carácter personal (LOPD) y debe requerir al responsable del tratamiento
de datos la adopción de medidas necesarias para la adecuación del tratamiento a las disposiciones de dicha
LOPD, ejerciendo las funciones que le atribuye el artículo 37 del Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre,
por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la tan citada LOPD, pues la información así indexada,
en una búsqueda por los apellidos, lleva a informaciones inexactas, incompletas, obsoletas y no relevantes
para el interés público.

Solicita, en consecuencia, se desindexen los cinco enlaces a que se refiere la demanda del índice de resultados
a partir de una consulta por sus dos apellidos.

Frente a dicha pretensión opone el Abogado del Estado, que es cierto que de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 18.2 de la LOPD los interesados a los que se deniegue el ejercicio de derecho de cancelación
pueden ponerlo en conocimiento de la AEPD, que deberá asegurarse de la procedencia o improcedencia de la
reclamación formulada. Y en este caso se ha atendido la solicitud de desindexación a partir de una consulta
por el nombre y los dos apellidos, pero se ha denegado la desindexación por los dos apellidos, por cuanto no
cumple la premisa impuesta por la Sentencia del TJUE de 13 de mayo de 2014, de efectuar la búsqueda a partir
del nombre del interesado, haciendo referencia expresa al apartado 99 de la citada STJUE.

TERCERO.- [...] A la vista del planteamiento de las partes, la cuestión suscitada en el presente procedimiento
se circunscribe a dilucidar si procede acordar la desindexación de las Urls solicitadas a partir de una búsqueda
efectuada por los dos apellidos del reclamante en el buscador BING, gestionado por la sociedad Microsoft
Corporación.

En vía administrativa Microsoft Corporación manifestó ante la AEPD que atendió el derecho del solicitado y
estimó el bloqueo de las 5 primeras Urls para las búsquedas por el nombre y apellidos del reclamante, no de
la última Url al no haberla incluido en su solicitud. Asimismo comunicó que no procedía la desindexación para
las búsquedas por los dos apellidos del reclamante porque " no constituyen identificador inequívoco de una
persona".

La resolución recurrida apoyándose en la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 13 de mayo
de 2014 desestima la pretensión de eliminación de los enlaces al realizar una consulta por sus apellidos por no
cumplirse la premisa impuesta por la citada Sentencia del TJUE, de efectuar la búsqueda a partir del nombre
del interesado.

Expuesto lo que antecede, la citada Sentencia del TJUE de 13 de mayo de 2014, as. C-131/12, Google Spain, S.L.
y Google Inc./AEPD, en su apartado o parágrafo 80, señala " un tratamiento de datos personales (...) efectuado
por el gestor de un motor de búsqueda, puede afectar significativamente a los derechos fundamentales de
respeto a la vida privada y de protección de datos personales cuando la búsqueda realizada sirviéndose de ese
motor de búsqueda se lleva a cabo a partir del nombre de una persona física, toda vez que dicho tratamiento
permite a cualquier internauta obtener mediante una lista de resultados una visión estructurada de la información
relativa a esa persona que pueda hallarse en Internet (...).

Y más adelante en su apartado o parágrafo 90 expresa lo siguiente: " Los artículos 12, letra b ) y 14, párrafo
primero, letra a) de la Directiva 95/46 deben interpretarse en el sentido de que, al analizar los requisitos de
aplicación de estas disposiciones, se tendrá que examinar, en particular, si el interesado tiene derecho a que la
información en cuestión, ya no esté, en la situación actual, vinculada a su nombre por una lista de resultados
obtenida tras una búsqueda efectuada a partir de su nombre (...)". Puesto que éste (el interesado) puede, habida
cuenta de los derechos que le reconocen los artículos 7 y 8 de la Carta, solicitar que la información de que se trate
ya no se ponga a disposición del público en general mediante tal lista de resultados, estos derechos prevalecen,
en principio, no sólo sobre el interés económico del gestor del motor de búsqueda, sino también sobre el interés
de dicho público en acceder a la mencionada información en una búsqueda que verse sobre el nombre de una
persona (...)"
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Es decir, el TJUE se refiere a una búsqueda efectuada en un motor de búsqueda a partir del "nombre de una
persona", y en nuestro derecho interno, según el articulo 53 de la Ley de 8 de julio de 1957, sobre el Registro
Civil " Las personas son designadas por su nombre y apellidos", normativa vigente hasta la entrada en vigor el
30 de junio de 2020, por lo que aquí respecta, de la Ley 20/2011, del Registro Civil, que mantiene un criterio
continuista en este particular, al establecer en su artículo 50.2 "Las personas son identificadas por su nombre
y apellidos".

Son por tanto, el nombre y apellidos los que en nuestro derecho interno identifican de forma inequívoca a la
persona. No se produce la misma identificación cuando se trata sólo de los apellidos, con independencia de
que sean más o menos frecuentes. Así, la Sentencia 58/2018, de 4 de junio, del Tribunal Constitucional, Sala
Primera, resolviendo un recurso de amparo, se refiere de forma clara a la búsqueda acudiendo al "nombre y
apellidos" de las personas, de forma que impide que se pueda realizar un seguimiento ad personam del pasado
de un determinado individuo.

Lo expuesto no es obstáculo respecto a que existan otras menciones de identidad, además del nombre y los
apellidos, como pueden ser el número del documento nacional de identidad, naturaleza, edad, nacionalidad,
etcétera, que se recogen en el artículo 12 del Decreto de 14 de noviembre de 1958 por el que se aprueba el
Reglamento de la Ley del Registro Civil, que permiten en determinados casos diferenciar una persona de otras
con el mismo nombre y apellidos.

De esta forma, habiéndose atendido en el caso concreto el derecho de oposición ejercitado al realizar una
búsqueda por el nombre de la persona afectada, esto es, por su nombre y apellidos, resulta ajustada a Derecho
la resolución de la AEPD que desestima la reclamación respecto de la desindexación a partir de una consulta
efectuada sólo por los apellidos del reclamante. ».

SEGUNDO.- Contra la referida sentencia preparó la representación procesal de  Mariano  recurso de casación,
que la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional tuvo por
preparado mediante Auto de 1 de octubre de 2019 que, al tiempo, ordenó remitir las actuaciones al Tribunal
Supremo, previo emplazamiento de los litigantes.

TERCERO.- Recibidas las actuaciones y personadas las partes, la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo, dictó Auto el 24 de enero de 2020, cuya parte dispositiva dice literalmente:

«1º) Admitir el recurso de casación n.º 6531/2019 preparado por la representación procesal de D.  Mariano
contra la sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional,
de 22 de julio de 2019, en el recurso n.º 154/2018.

2º) Declarar que la cuestión planteada en el recurso que presenta interés casacional objetivo para la formación
de la jurisprudencia consiste en interpretar la normativa de protección de datos de carácter personal vigente
a efectos de delimitar, a la luz de la jurisprudencia europea, si el concepto de búsqueda por nombre de una
persona física que fundamenta el ejercicio del derecho de oposición al tratamiento de protección de datos (o
de otros derechos, como el derecho al olvido) se refiere única y exclusivamente a las búsquedas realizadas por
nombre y apellidos de una persona o incluye también aquellas búsquedas realizadas únicamente por apellidos.

3º) Publicar este auto en la página web del Tribunal Supremo.

4º) Comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto.

5º) Para la sustanciación del recurso, remítanse las actuaciones a la Sección tercera de esta Sala Tercera, a
la que corresponde con arreglo a las normas sobre reparto de asuntos. ».

CUARTO.- Por diligencia de ordenación de 30 de enero de 2020, recibidas las presentes actuaciones
procedentes de la Sección Primera de esta Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, se
acuerda que una vez transcurra el plazo de treinta días que el artículo 92.1 de la Ley de esta Jurisdicción
establece para la presentación, se acordará. El procurador don Luis Fernando Pozas Osset, en representación
de  Mariano  presentó escrito de interposición del recurso de casación el 6 de marzo de 2020, en el que tras
exponer los motivos de impugnación que consideró oportunos, lo concluyó con el siguiente SUPLICO:

«Que, habiendo por presentado este escrito, con sus copias, tenga a bien admitirlo, y tenga por interpuesto,
en tiempo y forma, recurso de casación contra la Sentencia de 22-07-2019 de la Sección 1 de la Sala
de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional, y previos los trámites procesales procedentes,
dicte Sentencia por la que estime el recurso de casación interpuesto, y case y anule la Sentencia recurrida,
declarando que una persona es identificable por sus dos apellidos y en consecuencia, el derecho a ejercitar el
derecho de oposición al tratamiento de datos consistente en el uso de los dos apellidos, y que MICROSOFT
CORPORATION debe atender el derecho de oposición y desindexar los cinco enlaces referenciados en la
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demanda del índice de resultados de las búsquedas con los dos apellidos del reclamante, con imposición de
costas a la administración demandada en cuanto se opusiere a las justas pretensiones de este recurso. ».

QUINTO.- Por Providencia de 18 de mayo de 2020, se acuerda, de conformidad con lo previsto en el artículo 92.6
de la Ley jurisdiccional, no haber lugar a la celebración de vista pública, al considerarla innecesaria atendiendo
a la índole del asunto, quedando el recurso concluso y pendiente de señalamiento de la misma cuando por
turno corresponda.

SEXTO.- Por providencia de 28 de septiembre de 2020, se designa Magistrado Ponente al Excmo. Sr. D. JOSÉ
MANUEL BANDRÉS SÁNCHEZ- CRUZAT, y se señaló para la votación y fallo el día 17 de noviembre de 2020,
fecha en que tuvo lugar el acto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Sobre el objeto y el planteamiento del recurso de casación: El asunto litigioso y la sentencia
impugnada dictada por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional de 22 de julio de 2019 .

El recurso de casación que enjuiciamos, interpuesto por la representación procesal de  Mariano , al amparo
del artículo 86 y siguientes de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, en la redacción introducida por la disposición final de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio,
tiene por objeto la pretensión de que se revoque la sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de la Audiencia Nacional de 22 de julio de 2019, que desestimó el recurso contencioso-
administrativo formulado contra la resolución de la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos
de 7 de febrero de 2018, dictada en el procedimiento TD/01833/2017, en el extremo de la parte dispositiva de la
resolución referido a desestimar la reclamación formulada relativa al derecho de cancelación en desindexación
a las siguientes urls, a partir de la consulta por sus dos apellidos:

DIRECCION000

DIRECCION001

DIRECCION002

DIRECCION003

DIRECCION004

La sentencia impugnada, cuya fundamentación jurídica hemos trascrito en los antecedentes de hecho de
esta sentencia, confirma el criterio de la Agencia Española de Protección de Datos, respecto de que procede
rechazar la reclamación formulada, en relación con la desindexación a partir de una consulta efectuada sobre
la base a sus dos apellidos en el buscador Bing, en la medida que, de acuerdo con la doctrina formulada
por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en la sentencia de 13 de mayo de 2014 (C.131/12), y con
los criterios fijados por el Tribunal Constitucional, en la sentencia 58/2018, de 4 de junio, resulta pertinente
estimar la reclamación de desindexación únicamente cuando la búsqueda se efectúa a partir del «nombre
de una persona», lo que, conforme a la normativa española reguladora del registro civil, debe entenderse
que la búsqueda debe efectuarse «acudiendo» por su nombre y apellidos de las personas, pero no procede,
atendiendo al artículo 53 de la Ley de 8 de julio de 1957, sobre el Registro Civil y el artículo 12 de su Reglamento
de desarrollo, cuando la reclamación de desindexación se refiere a una consulta efectuada sólo por los
apellidos del denunciante.

El recurso de casación se fundamenta en la infracción del artículo 6.4 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de
diciembre, de Protección de datos de Carácter Personal, en relación con lo dispuesto en el artículo 2 a) de la
Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección
de las personas físicas en lo que respeta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos
datos, y el considerando 26 de la citada Directiva, en cuanto la sentencia impugnada ha interpretado de forma
restrictiva dichas disposiciones, lo que resulta contrario a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión
Europea, que reconoce el derecho a la eliminación de búsquedas a partir de un nombre, sin distinguir si se
refiere al nombre de pila, a los apellidos, o a ambos juntos.

Se argumenta que no puede considerarse que porque la regulación del Registro Civil establezca que las
personas se identifican por su nombre y apellidos, este significado conceptual deba extrapolarse a la materia
de protección de datos de carácter personal, pues una cosa son los datos que el Registro Civil exige para
inscribir a una persona, y otra, muy diferente, los datos que permiten identificar a esa persona.
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Se aduce que hay que considerar que constituyen datos personales, según la definición de la Ley Orgánica de
Protección de Datos de Carácter Personal, cualquier información concerniente a personas físicas identificadas
o identificables, por lo que si la persona es identificable por sus apellidos, como es el caso, el uso de sus
apellidos en una búsqueda que obtiene resultados que afectan a esa persona es tratamiento de datos, respecto
al que puede ejercerse el derecho de oposición y desindexación.

SEGUNDO.- Sobre el marco normativo aplicable y acerca de la doctrina jurisprudencial que resulta relevante
para resolver el recurso de casación.

Antes de abordar las cuestiones jurídicas planteadas por la parte recurrente en este recurso de casación,
procede reseñar el marco jurídico aplicable así como la doctrina del Tribunal Constitucional y la jurisprudencia
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea formuladas sobre la naturaleza, el alcance, el significado, el
contenido y los límites del derecho al olvido.

A) El Derecho de la Unión Europea.

El artículo 16.1 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea prescribe:

«Toda persona tiene derecho a la protección de los datos de carácter personal que le conciernan.».

El artículo 8 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, bajo la rúbrica «Protección de
datos de carácter personal», dispone:

«1. Toda persona tiene derecho a la protección de los datos de carácter personal que la conciernan. 2. Estos
datos se tratarán de modo leal, para fines concretos y sobre la base del consentimiento de la persona afectada
o en virtud de otro fundamento legítimo previsto por la ley. Toda persona tiene derecho a acceder a los datos
recogidos que la conciernan y a su rectificación. 3 .El respeto de estas normas quedar· sujeto al control de
una autoridad independiente.».

La Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección
de las personas físicas en lo que respeta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos
datos, tiene por objeto, según se expone en el artículo 1, la protección de las libertades y de los derechos
fundamentales de las personas físicas, y, en particular, del derecho a la intimidad, en lo que respecta al
tratamiento de los datos personales y la eliminación de los obstáculos a la libre circulación de estos datos.

En los considerandos 2, 10, 12, 14, 15, 16 y 26 de la Directiva 95/46/CE, se establecen los principios
informadores de la normativa europea de protección de datos personales, que resultan de aplicación en la
interpretación de la legislación estatal de protección de datos de carácter personal.

«(2) Considerando que los sistemas de tratamiento de datos están al servicio del hombre; que deben,
cualquiera que sea la nacionalidad o la residencia de las personas fisicas, respetar las libertades v derechos
fundamentales de las personas físicas y, en particular, la intimidad, y contribuir al progreso económico y social,
al desarrollo de los intercambios, así como al bienestar de los individuos;

(10) Considerando que las legislaciones nacionales relativas al tratamiento de datos personales tienen por
objeto garantizar el respeto de los derechos y libertades fundamentales, particularmente del derecho al respeto
de la vida privada reconocido en el artículo 8 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos
Humanos y de las Libertades Fundamentales[,firmado en Roma el 4 de noviembre de 1950], así como en los
principios generales del Derecho comunitario; que, por lo tanto, la aproximación de dichas legislaciones no
debe conducir a una disminución de la protección que garantizan sino que, por el contrario, debe tener por
objeto asegurar un alto nivel de protección dentro de la Comunidad;

(12) Considerando que los principios de la protección deben aplicarse a todos los tratamientos de datos
personales cuando las actividades del responsable del tratamiento entren en el ámbito de aplicación del
Derecho comunitario; que debe excluirse el tratamiento de datos efectuado por una persona física en el
ejercicio de actividades exclusivamente personales o domésticas, como la correspondencia y la llevanza de
un repertorio de direcciones;

(14) Considerando que, habida cuenta de la importancia que, en el marco de la sociedad de la información,
reviste el actual desarrollo de las técnicas para captar, transmitir, manejar, registrar, conservar o comunicar
los datos relativos a las personas físicas constituidos por sonido e imagen, la presente Directiva habrá de
aplicarse a los tratamientos que afectan a dichos datos;

(15) Considerando que los tratamientos que afectan a dichos datos sólo quedan amparados por la presente
Directiva cuando están automatizados o cuando los datos a que se refieren se encuentran contenidos o
se destinan a encontrarse contenidos en un archivo estructurado según criterios específicos relativos a las
personas, a fin de que le pueda acceder fácilmente a los datos de carácter personal de que se trata;
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(16) Considerando que los tratamientos de datos constituidos por sonido e imagen, como los de la vigilancia
por videocámara, no están comprendidos en el ámbito de aplicación de la presente Directiva cuando se aplican
con fines de seguridad pública, defensa, seguridad del Estado o para el ejercicio de las actividades del Estado
relacionadas con ámbitos del derecho penal o para el ejercicio de otras actividades que no están comprendidos
en el ámbito de aplicación del Derecho comunitario.

26) Considerando que los principios de la protección deberán aplicarse a cualquier información relativa a una
persona identificada o identificable; que, para determinar si una persona es identificable, hay que considerar
el conjunto de los medios que puedan ser razonablemente utilizados por el responsable del tratamiento o por
cualquier otra persona, para identificar a dicha persona; que los principios de la protección no se aplicarán a
aquellos datos hechos anónimos de manera tal que ya no sea posible identificar al interesado; que los códigos
de conducta con arreglo al artículo 27 pueden constituir un elemento útil para proporcionar indicaciones sobre
los medios gracias a los cuales los datos pueden hacerse anónimos y conservarse de forma tal que impida
identificar al interesado.».

El artículo 2 de la Directiva 95/46/CE, dedicado a la enumeración de las definiciones, establece:

«A efectos de la presente Directiva, se entenderá por:

a) «datos personales»: toda información sobre una persona física identificada o identificable (el «interesado»);
se considerará identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en
particular mediante un número de identificación o uno o varios elementos específicos, característicos de su
identidad fisica, fisiológica, psíquica, económica, cultural o social;

b) «tratamiento de datos personales» «tratamiento»): cualquier operación o conjunto de operaciones,
efectuadas o no mediante procedimientos automatizados, y aplicadas a datos personales, como la
recogida, registro, organización, conservación, elaboración o modificación, extracción, consulta, utilización,
comunicación por transmisión, difusión o cualquier otra forma que facilite el acceso a los mismos, cotejo o
interconexión, así como su bloqueo, supresión o destrucción;

c) «fichero de datos personales» («fichero»): todo conjunto estructurado de datos personales, accesibles
con arreglo a criterios determinados, ya sea centralizado, descentralizado o repartido de forma funcional o
geográfica;

d) «responsable del tratamiento»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio o cualquier otro
organismo que sólo o conjuntamente con otros determine los fines y los medios del tratamiento de datos
personales; en caso de que los fines y los medios del tratamiento estén determinados por disposiciones
legislativas o reglamentarias nacionales o comunitarias, el responsable del tratamiento o los criterios
específicos para su nombramiento podrán ser fijados por el Derecho nacional o comunitario;

e) «encargado del tratamiento»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio o cualquier otro
organismo que, solo o conjuntamente con otros, trate datos personales por cuenta del responsable del
tratamiento;

f) «tercero»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio o cualquier otro organismo distinto del
interesado, del responsable del tratamiento, del encargado del tratamiento y de las personas autorizadas para
tratar los datos bajo la autoridad directa del responsable del tratamiento o del encargado del tratamiento;

g) «destinatario»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio o cualquier otro organismo que reciba
comunicación de datos, se trate o no de un tercero. No obstante, las autoridades que puedan recibir una
comunicación de datos en el marco de una investigación específica no serán considerados destinatarios;

h) «consentimiento del interesado»: toda manifestación de voluntad, libre, específica e informada, mediante la
que el interesado consienta el tratamiento de datos personales que le conciernan.».

El artículo 3 de la Directiva 95/46/CE, referido al «ámbito de aplicación», dispone:

«1. Las disposiciones de la presente Directiva se aplicarán al tratamiento total o parcialmente automatizado
de datos personales, así como al tratamiento no automatizado de datos personales contenidos o destinados
a ser incluidos en un fichero.

2. Las disposiciones de la presente Directiva no se aplicarán al tratamiento de datos personales:

- efectuado en el ejercicio de actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho comunitario,
como las previstas por las disposiciones de los títulos V y VI del Tratado de la Unión Europea y, en cualquier
caso, al tratamiento de datos que tenga por objeto la seguridad pública, la defensa, la seguridad del Estado
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(incluido el bienestar económico del Estado cuando dicho tratamiento esté relacionado con la seguridad del
Estado) y las actividades del Estado en materia penal;

- efectuado por una persona física en el ejercicio de actividades exclusivamente personales o domésticas.».

El artículo 7 de la Directiva 95/46/CE, que enuncia los principios relativos a la legislación del tratamiento de
datos, dispone:

«Los Estados miembros dispondrán que el tratamiento de datos personales sólo pueda efectuarse si:

a) el interesado ha dado su consentimiento de forma inequívoca, o

b) es necesario para la ejecución de un contrato en el que el interesado sea parte o para la aplicación de
medidas precontractuales adoptadas a petición del interesado, o

c) es necesario para el cumplimiento de una obligación jurídica a la que esté sujeto el responsable del
tratamiento, o

d) es necesario para proteger el interés vital del interesado, o

e) es necesario para el cumplimiento de una misión de interés público o inherente al ejercicio del poder público
conferido al responsable del tratamiento o a un tercero a quien se comuniquen los datos, o

f) es necesario para la satisfacción del interés legítimo perseguido por el responsable del tratamiento o por
el tercero o terceros a los que se comuniquen los datos, siempre que no prevalezca el interés o los derechos
y libertades fundamentales del interesado que requieran protección con arreglo al apartado 1 del artículo 1
de la presente Directiva.».

B) El Derecho estatal.

El artículo 18.4 de la Constitución española de 27 de diciembre de 1978 establece que «la ley limitará el uso de
la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio
de sus derechos».

La Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal traspone a nuestro
Derecho la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación
de estos datos.

El artículo 3 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, bajo la rúbrica «Definiciones», dispone:

«A los efectos de la presente Ley Orgánica se entenderá por:

a) Datos de carácter personal: cualquier información concerniente a personas físicas identificadas o
identificables.

b) Fichero: todo conjunto organizado de datos de carácter personal, cualquiera que fuere la forma o modalidad
de su creación, almacenamiento, organización y acceso.

c) Tratamiento de datos: operaciones y procedimientos técnicos de carácter automatizado o no, que permitan
la recogida, grabación, conservación, elaboración, modificación, bloqueo y cancelación, así como las cesiones
de datos que resulten de comunicaciones, consultas, interconexiones y transferencias.

d) Responsable del fichero o tratamiento: persona física o jurídica, de naturaleza pública o privada, u órgano
administrativo, que decida sobre la finalidad, contenido y uso del tratamiento.

e) Afectado o interesado: persona física titular de los datos que sean objeto del tratamiento a que se refiere
el apartado c) del presente artículo.

f) Procedimiento de disociación: todo tratamiento de datos personales de modo que la información que se
obtenga no pueda asociarse a persona identificada o identificable.

g) Encargado del tratamiento: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio o cualquier otro organismo
que, sólo o conjuntamente con otros, trate datos personales por cuenta del responsable del tratamiento.

h) Consentimiento del interesado: toda manifestación de voluntad, libre, inequívoca, específica e informada,
mediante la que el interesado consienta el tratamiento de datos personales que le conciernen.

i) Cesión o comunicación de datos: toda revelación de datos realizada a una persona distinta del interesado.

j) Fuentes accesibles al público: aquellos ficheros cuya consulta puede ser realizada, por cualquier persona,
no impedida por una norma limitativa o sin más exigencia que, en su caso, el abono de una contraprestación.
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Tienen la consideración de fuentes de acceso público, exclusivamente, el censo promocional, los repertorios
telefónicos en los términos previstos por su normativa específica y las listas de personas pertenecientes a
grupos de profesionales que contengan únicamente los datos de nombre, título, profesión, actividad, grado
académico, dirección e indicación de su pertenencia al grupo. Asimismo, tienen el carácter de fuentes de
acceso público los diarios y boletines oficiales y los medios de comunicación.».

El artículo 6 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, bajo la rúbrica «Consentimiento del afectado»,
dispone:

«1. El tratamiento de los datos de carácter personal requerirá el consentimiento inequívoco del afectado, salvo
que la ley disponga otra cosa.

2. No será preciso el consentimiento cuando los datos de carácter personal se recojan para el ejercicio de las
funciones propias de las Administraciones públicas en el ámbito de sus competencias; cuando se refieran a
las partes de un contrato o precontrato de una relación negocial, laboral o administrativa y sean necesarios
para su mantenimiento o cumplimiento; cuando el tratamiento de los datos tenga por finalidad proteger un
interés vital del interesado en los términos del artículo 7, apartado 6, de la presente Ley, o cuando los datos
figuren en fuentes accesibles al público y su tratamiento sea necesario para la satisfacción del interés legítimo
perseguido por el responsable del fichero o por el del tercero a quien se comuniquen los datos, siempre que
no se vulneren los derechos y libertades fundamentales del interesado.

3. El consentimiento a que se refiere el artículo podrá ser revocado cuando exista causa justificada para ello
y no se le atribuyan efectos retroactivos.

4. En los casos en los que no sea necesario el consentimiento del afectado para el tratamiento de los datos
de carácter personal, y siempre que una ley no disponga lo contrario, éste podrá oponerse a su tratamiento
cuando existan motivos fundados y legítimos relativos a una concreta situación personal. En tal supuesto, el
responsable del fichero excluirá del tratamiento los datos relativos al afectado.».

El artículo 16 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, bajo la rúbrica «Derecho de rectificación y
cancelación» establece :

«1. El responsable del tratamiento tendrá la obligación de hacer efectivo el derecho de rectificación o
cancelación del interesado en el plazo de diez días.

2. Serán rectificados o cancelados, en su caso, los datos de carácter personal cuyo tratamiento no se ajuste a
lo dispuesto en la presente Ley y, en particular, cuando tales datos resulten inexactos o incompletos.

3. La cancelación dará lugar al bloqueo de los datos, conservándose únicamente a disposición de las
Administraciones públicas, Jueces y Tribunales, para la atención de las posibles responsabilidades nacidas
del tratamiento, durante el plazo de prescripción de éstas.

Cumplido el citado plazo deberá procederse a la supresión.

4. Si los datos rectificados o cancelados hubieran sido comunicados previamente, el responsable del
tratamiento deberá notificar la rectificación o cancelación efectuada a quien se hayan comunicado, en el caso
de que se mantenga el tratamiento por este último, que deberá también proceder a la cancelación.

5. Los datos de carácter personal deberán ser conservados durante los plazos previstos en las disposiciones
aplicables o, en su caso, en las relaciones contractuales entre la persona o entidad responsable del tratamiento
y el interesado.».

C) La doctrina del Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

En la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 13 de mayo de 2014 (Asunto C-131/12), se
exponen cuáles son los compromisos y obligaciones que adquieren los Estados miembros de la Unión Europea
para proteger de forma eficaz el derecho a la intimidad de los ciudadanos frente al tratamiento mecanizado de
sus datos personales, a la luz de la Carta de Derechos Fundamentales y la Directiva 95/46/CE del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas físicas en lo que
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, debiendo significarse que,
en todo el contenido de la fundamentación jurídica de la referida sentencia se menciona a la persona que
entabla la reclamación ante la Oficina Española de Protección de Datos contra Google Spain,S.L. y Google
Inc, únicamente por sus apellidos (  Alfonso ), sólo haciéndose una referencia a su nombre (  Rodolfo ) en el
encabezamiento de la sentencia:

«66 Con carácter previo, procede recordar que, como se desprende de su artículo 1 y de su considerando 10,
la Directiva 95/46 tiene por objeto garantizar un nivel elevado de protección de las libertades y los derechos
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fundamentales de las personas físicas, sobre todo de su vida privada, en relación con el tratamiento de datos
personales (véase, en este sentido, la sentencia IPI, EU:C:2013:715, apartado 28).

67 Según el considerando 25 de la Directiva 95/46, los principios de la protección que ésta establece tienen su
expresión, por una parte, en las distintas obligaciones que incumben a las personas que efectúen tratamientos
-obligaciones relativas, en particular, a la calidad de los datos, la seguridad técnica, la notificación a las
autoridades de control y las circunstancias en las que se puede efectuar el tratamiento-, y, por otra parte, en
los derechos otorgados a las personas cuyos datos sean objeto de tratamiento de ser informadas acerca de
dicho tratamiento, de poder acceder a los datos, de poder solicitar su rectificación o incluso de oponerse a su
tratamiento en determinadas circunstancias.

68 El Tribunal de Justicia ya ha declarado que las disposiciones de la Directiva 95/46, en la medida en que
regulan el tratamiento de datos personales que pueden atentar contra las libertades fundamentales y, en
particular, contra el derecho a la intimidad, deben ser interpretadas a la luz de los derechos fundamentales
que, según reiterada jurisprudencia, forman parte de los principios generales del Derecho cuyo respeto
garantiza el Tribunal de Justicia y que están actualmente recogidos en la Carta (véanse, en particular, las
sentencias Connolly/Comisión, C-274/99 P, EU:C:2001:127, apartado 37, y Österreichischer Rundfunk y otros,
EU:C:2003:294, apartado 68).

69 De este modo, el artículo 7 de la Carta garantiza el respecto de la vida privada, mientras que el artículo
8 de la Carta proclama expresamente el derecho a la protección de los datos personales. Los apartados 2 y
3 de este último precisan que estos datos se tratarán de modo leal, para fines concretos y sobre la base del
consentimiento de la persona afectada o en virtud de otro fundamento legítimo previsto por la ley, que toda
persona tiene derecho a acceder a los datos recogidos que le conciernan y a obtener su rectificación y que el
respeto de estas normas estará sujeto al control de una autoridad independiente. Aplican estos requisitos, en
particular, los artículos 6, 7, 12, 14 y 28 de la Directiva 95/46.

70 En relación con el artículo 12, letra b), de la Directiva 95/46, éste dispone que los Estados miembros
garantizarán a todos los interesados el derecho de obtener del responsable del tratamiento, en su caso, la
rectificación, la supresión o el bloqueo de los datos cuyo tratamiento no se ajuste a las disposiciones de la
presente Directiva, en particular a causa del carácter incompleto o inexacto de los datos. Esta última aclaración,
relativa al supuesto del incumplimiento de algunos requisitos recogidos en el artículo 6, apartado 1, letra d), de
la Directiva 95/46, tiene carácter de ejemplo y no es taxativa, de lo que se desprende que la falta de conformidad
del tratamiento, que puede ofrecer al interesado el derecho garantizado por el artículo 12, letra b), de dicha
Directiva, puede también derivarse del incumplimiento de otros requisitos de legalidad impuestos por ésta al
tratamiento de datos personales.

71 Sobre este particular, procede recordar que, no obstante las excepciones admitidas al amparo del artículo
13 de la Directiva 95/46, todo tratamiento de datos personales debe ser conforme, por una parte, con los
principios relativos a la calidad de los datos, enunciados en el artículo 6 de dicha Directiva, y, por otra, con
alguno de los principios relativos a la legitimación del tratamiento de datos, enumerados en el artículo 7 de
la Directiva (véanse las sentencias Österreichischer Rundfunk y otros, EU:C:2003:294, apartado 65; ASNEF y
FECEMD, C-468/10 y C-469/10, EU:C:2011:777, apartado 26, y Worten, C-342/12, EU:C:2013:355, apartado 33).

72 A tenor de este artículo 6 y sin perjuicio de las disposiciones específicas que los Estados miembros puedan
establecer para el tratamiento con fines históricos, estadísticos o científicos, incumbe al responsable del
tratamiento garantizar que los datos personales sean «tratados de manera leal y lícita», que sean «recogidos
con fines determinados, explícitos y legítimos, y no sean tratados posteriormente de manera incompatible
con dichos fines», que sean «adecuados, pertinentes y no excesivos con relación a los fines para los que se
recaben y para los que se traten posteriormente», que sean «exactos y, cuando sea necesario, actualizados»,
y, por último, que sean «conservados en una forma que permita la identificación de los interesados durante
un período no superior al necesario para los fines para los que fueron recogidos o para los que se traten
ulteriormente». En este marco, el mencionado responsable debe adoptar todas las medidas razonables para
que los datos que no responden a los requisitos de esta disposición sean suprimidos o rectificados.

73 En cuanto a la legitimación, en virtud del artículo 7 de la Directiva 95/46, de un tratamiento como el
controvertido en el litigio principal efectuado por el gestor de un motor de búsqueda, éste puede estar incluido
en la razón recogida en dicho artículo 7, letra f).

74 Esta disposición permite el tratamiento de datos personales cuando es necesario para la satisfacción
del interés legítimo perseguido por el responsable del tratamiento o por el tercero o terceros a los que se
comuniquen los datos, siempre que no prevalezca el interés o los derechos y libertades fundamentales del
interesado, en particular, su derecho al respeto de su vida privada, en lo que respecta al tratamiento de datos
personales, que requieran protección con arreglo al apartado 1 del artículo 1 de la Directiva. De este modo, la
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aplicación del mencionado artículo 7, letra f), precisa de una ponderación de los derechos e intereses en liza de
que se trate, en cuyo marco debe tenerse en cuenta la importancia de los derechos del interesado, que resulta
de los artículos 7 y 8 de la Carta (véase la sentencia ASNEF y FECEMD, EU:C:2011:777, apartados 38 y 40).

75 Aunque la conformidad del tratamiento con los artículos 6 y 7, letra f), de la Directiva 95/46 puede
comprobarse en el marco de una solicitud, en el sentido del artículo 12, letra b), de esta Directiva, el interesado
puede además invocar en determinados supuestos el derecho de oposición previsto en el artículo 14, párrafo
primero, letra a), de ésta.

76 Según dicho artículo 14, párrafo primero, letra a), los Estados miembros reconocerán al interesado el
derecho a oponerse, al menos en los casos contemplados en las letras e) y f) del artículo 7 de la Directiva
95/46, en cualquier momento y por razones legítimas propias de su situación particular, a que los datos
que le conciernan sean objeto de tratamiento, salvo cuando la legislación nacional disponga otra cosa. La
ponderación que ha de efectuarse en el marco de dicho artículo 14, párrafo primero, letra a), permite así tener
en cuenta de modo más específico todas las circunstancias que rodean a la situación concreta del interesado.
En caso de oposición justificada, el tratamiento que efectúe el responsable no podrá referirse ya a esos datos.

77 El interesado puede dirigir las solicitudes con arreglo a los artículos 12, letra b), y 14, párrafo primero, letra a),
de la Directiva 95/46 directamente al responsable del tratamiento, que debe entonces examinar debidamente
su fundamento y, en su caso, poner fin al tratamiento de los datos controvertidos. Cuando el responsable del
tratamiento no accede a las solicitudes, el interesado puede acudir a la autoridad de control o a los tribunales
para que éstos lleven a cabo las comprobaciones necesarias y ordenen a dicho gestor las medidas precisas
en consecuencia.

78 A este respecto, procede recordar que se deriva del artículo 28, apartados 3 y 4, de la Directiva 95/46
que toda autoridad de control entenderá de las solicitudes de cualquier persona relativas a la protección de
sus derechos y libertades en relación con el tratamiento de datos personales y que dispone de poderes de
investigación y de poderes efectivos de intervención, que le permiten, en particular, ordenar el bloqueo, la
supresión o la destrucción de datos, o prohibir provisional o definitivamente un tratamiento.

79 Deben interpretarse y aplicarse a la luz de estas consideraciones las disposiciones de la Directiva 95/46 que
regulan los derechos del interesado cuando la autoridad de control o los tribunales conocen de una solicitud
como la controvertida en el litigio principal.

80 A este respecto, debe señalarse, en primer lugar, que, como se ha afirmado en los apartados 36 a 38 de la
presente sentencia, un tratamiento de datos personales como el controvertido en el litigio principal, efectuado
por el gestor de un motor de búsqueda, puede afectar significativamente a los derechos fundamentales de
respeto de la vida privada y de protección de datos personales cuando la búsqueda realizada sirviéndose
de ese motor de búsqueda se lleva a cabo a partir del nombre de una persona física, toda vez que dicho
tratamiento permite a cualquier internauta obtener mediante la lista de resultados una visión estructurada de
la información relativa a esta persona que puede hallarse en Internet, que afecta potencialmente a una multitud
de aspectos de su vida privada, que, sin dicho motor, no se habrían interconectado o sólo podrían haberlo sido
muy difícilmente y que le permite de este modo establecer un perfil más o menos detallado de la persona
de que se trate. Además, el efecto de la injerencia en dichos derechos del interesado se multiplica debido al
importante papel que desempeñan Internet y los motores de búsqueda en la sociedad moderna, que confieren
a la información contenida en tal lista de resultados carácter ubicuo (véase, en este sentido, la sentencia eDate
Advertising y otros, C-509/09 y C-161/10, EU:C:2011:685, apartado 45).

81 Vista la gravedad potencial de esta injerencia, es obligado declarar que el mero interés económico del
gestor de tal motor en este tratamiento no la justifica. Sin embargo, en la medida en que la supresión de
vínculos de la lista de resultados podría, en función de la información de que se trate, tener repercusiones en el
interés legítimo de los internautas potencialmente interesados en tener acceso a la información en cuestión,
es preciso buscar, en situaciones como las del litigio principal, un justo equilibrio, en particular entre este
interés y los derechos fundamentales de la persona afectada con arreglo a los artículos 7 y 8 de la Carta.
Aunque, ciertamente, los derechos de esa persona protegidos por dichos artículos prevalecen igualmente, con
carácter general, sobre el mencionado interés de los internautas, no obstante este equilibrio puede depender,
en supuestos específicos, de la naturaleza de la información de que se trate y del carácter sensible para la vida
privada de la persona afectada y del interés del público en disponer de esta información, que puede variar, en
particular, en función del papel que esta persona desempeñe en la vida pública.

82 Como resultado del examen de los requisitos de aplicación de los artículos 12, letra b), y 14, párrafo primero,
letra a), de la Directiva 95/46, que se ha de realizar cuando conocen de una solicitud como la controvertida
en el litigio principal, la autoridad de control o el órgano jurisdiccional pueden ordenar a dicho gestor eliminar
de la lista de resultados obtenida tras una búsqueda efectuada a partir del nombre de una persona vínculos a
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páginas web, publicadas por terceros y que contienen información relativa a esta persona, sin que una orden
en dicho sentido presuponga que ese nombre o esa información sean, con la conformidad plena del editor o
por orden de una de estas autoridades, eliminados con carácter previo o simultáneamente de la página web
en la que han sido publicados.

83 En efecto, como se ha afirmado en los puntos 35 a 38 de la presente sentencia, en la medida en que el
tratamiento de datos personales llevado a cabo en la actividad de un motor de búsqueda se distingue del
efectuado por los editores de sitios de Internet y se añade a éste y afecta de modo adicional a los derechos
fundamentales del interesado, el gestor de este motor, como responsable del tratamiento, debe garantizar, en
el marco de sus responsabilidades, de sus competencias y de sus posibilidades, que dicho tratamiento cumple
los requisitos de la Directiva 95/46, para que las garantías que ella establece puedan tener pleno efecto.

84 A este respecto, cabe señalar que, habida cuenta de la facilidad con que la información publicada en un sitio
de Internet puede ser copiada en otros sitios y de que los responsables de su publicación no están siempre
sujetos al Derecho de la Unión, no podría llevarse a cabo una protección eficaz y completa de los interesados
si éstos debieran obtener con carácter previo o en paralelo la eliminación de la información que les afecta de
los editores de sitios de Internet.

85 Además, el tratamiento por parte del editor de una página web, que consiste en la publicación de información
relativa a una persona física, puede, en su caso, efectuarse «con fines exclusivamente periodísticos» y
beneficiarse, de este modo, en virtud del artículo 9 de la Directiva 95/46, de las excepciones a los requisitos que
ésta establece, mientras que ése no es el caso en el supuesto del tratamiento que lleva a cabo el gestor de un
motor de búsqueda. De este modo, no puede excluirse que el interesado pueda en determinadas circunstancias
ejercer los derechos recogidos en los artículos 12, letra b), y 14, párrafo primero, letra a), de la Directiva 95/46
contra el gestor, pero no contra el editor de dicha página web.

86 Por último, debe observarse que no sólo la razón que justifica, en virtud del artículo 7 de la Directiva 95/46,
la publicación de un dato personal en un sitio de Internet no coincide forzosamente con la que se aplica a la
actividad de los motores de búsqueda, sino que, aun cuando éste sea el caso, el resultado de la ponderación
de los intereses en conflicto que ha de llevarse a cabo en virtud de los artículos 7, letra f), y 14, párrafo primero,
letra a), de la mencionada Directiva puede divergir en función de que se trate de un tratamiento llevado a cabo
por un gestor de un motor de búsqueda o por el editor de esta página web, dado que, por un lado, los intereses
legítimos que justifican estos tratamientos pueden ser diferentes, y, por otro, las consecuencias de estos
tratamientos sobre el interesado, y, en particular, sobre su vida privada, no son necesariamente las mismas.

87 En efecto, en la medida en que la inclusión, en la lista de resultados obtenida tras una búsqueda llevada a
cabo a partir del nombre de una persona, de una página web y de información contenida en ella relativa a esta
persona facilita sensiblemente la accesibilidad de dicha información a cualquier internauta que lleve a cabo
una búsqueda sobre el interesado y puede desempeñar un papel decisivo para la difusión de esta información,
puede constituir una injerencia mayor en el derecho fundamental al respeto de la vida privada del interesado
que la publicación por el editor de esta página web.

88 A la luz del conjunto de consideraciones precedentes procede responder a la segunda cuestión prejudicial,
letras c) y d), que los artículos 12, letra b) y 14, párrafo primero, letra a), de la Directiva 95/46 deben interpretarse
en el sentido de que, para respetar los derechos que establecen estas disposiciones, siempre que se cumplan
realmente los requisitos establecidos en ellos, el gestor de un motor de búsqueda está obligado a eliminar
de la lista de resultados obtenida tras una búsqueda efectuada a partir del nombre de una persona vínculos
a páginas web, publicadas por terceros y que contienen información relativa a esta persona, también en el
supuesto de que este nombre o esta información no se borren previa o simultáneamente de estas páginas
web, y, en su caso, aunque la publicación en dichas páginas sea en sí misma lícita.

Sobre la tercera cuestión prejudicial, relativa al alcance de los derechos del interesado garantizados por la
Directiva 95/46

89 Mediante su tercera cuestión prejudicial, el tribunal remitente desea saber, en esencia, si los artículos
12, letra b), y 14, párrafo primero, letra a), de la Directiva 95/46 deben interpretarse en el sentido de que
permiten al interesado exigir al gestor de un motor de búsqueda eliminar de la lista de resultados obtenida
como consecuencia de una búsqueda efectuada a partir de su nombre vínculos a páginas web, publicadas
legalmente por terceros y que contienen datos e información verídicos relativos a su persona, debido a que
estos datos e información pueden perjudicarle o que desee que estos datos e información se «olviden» tras
un determinado lapso de tiempo.

90 Google Spain, Google Inc., los Gobiernos helénico, austriaco y polaco y la Comisión consideran que debe
darse una respuesta negativa a esta cuestión. Google Spain, Google Inc., el Gobierno polaco y la Comisión
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alegan a este respecto que los artículos 12, letra b) y 14, párrafo primero, letra a), de la Directiva 95/46 confieren
derechos a los interesados únicamente a condición de que el tratamiento controvertido sea incompatible
con dicha Directiva o por razones legítimas propias de su situación particular, y no por la mera razón de que
consideren que este tratamiento puede perjudicarles o deseen que los datos objeto de ese tratamiento caigan
en el olvido. Los Gobiernos helénico y austriaco consideran que el interesado debe dirigirse al editor del sitio
de Internet de que se trate.

91 El Sr.  Alfonso  y los Gobiernos español e italiano son de la opinión de que el interesado puede oponerse
a la indexación de sus datos personales por un motor de búsqueda cuando la difusión de estos datos por la
intermediación de éste le perjudica y de que sus derechos fundamentales a la protección de dichos datos y
de respeto a la vida privada, que engloban el «derecho al olvido», prevalecen sobre los intereses legítimos del
gestor de dicho motor y el interés general en la libertad de información.

92 En relación con el artículo 12, letra b), de la Directiva 95/46, cuya aplicación está sometida al requisito de
que el tratamiento de datos personales sea incompatible con dicha Directiva, es necesario recordar que, como
se ha señalado en el apartado 72 de la presente sentencia, tal incompatibilidad puede resultar no sólo de que
los datos sean inexactos, sino en particular, de que sean inadecuados, no pertinentes y excesivos en relación
con los fines del tratamiento, de que no estén actualizados o de que se conserven durante un período superior
al necesario, a menos que se imponga su conservación por fines históricos, estadísticos o científicos.

93 Se deduce de estos requisitos, establecidos en el artículo 6, apartado 1, letras c) a e), de la Directiva 95/46,
que incluso un tratamiento inicialmente lícito de datos exactos puede devenir, con el tiempo, incompatible con
dicha Directiva cuando estos datos ya no sean necesarios en relación con los fines para los que se recogieron
o trataron. Éste es el caso, en particular, cuando son inadecuados, no pertinentes o ya no pertinentes o son
excesivos en relación con estos fines y el tiempo transcurrido.

94 Por consiguiente, en el supuesto en el que se aprecie, tras una solicitud del interesado en virtud del artículo
12, letra b), de la Directiva 95/46, que la inclusión en la lista de resultados obtenida como consecuencia de una
búsqueda efectuada a partir de su nombre, de vínculos a páginas web, publicadas legalmente por terceros y
que contienen datos e información verídicos relativos a su persona, es, en la situación actual, incompatible
con dicho artículo 6, apartado 1, letras c) a e), debido a que esta información, habida cuenta del conjunto de las
circunstancias que caracterizan el caso de autos, es inadecuada, no es pertinente, o ya no lo es, o es excesiva
en relación con los fines del tratamiento en cuestión realizado por el motor de búsqueda, la información y los
vínculos de dicha lista de que se trate deben eliminarse.

95 En lo que atañe a las solicitudes en el sentido de este artículo 12, letra b), basadas en el supuesto
incumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 7, letra f), de la Directiva 95/46 y con arreglo
al artículo 14, párrafo primero, letra a), de dicha Directiva, ha de señalarse que cada tratamiento de datos
personales debe ser legítimo, en virtud del artículo 7, durante todo el período en el que se efectúa.

96 Visto lo que antecede, al apreciar tales solicitudes presentadas contra un tratamiento como el controvertido
en el litigio principal, se tendrá que examinar, en particular, si el interesado tiene derecho a que la información
relativa a su persona ya no esté, en la situación actual, vinculada a su nombre por una lista de resultados
obtenida tras una búsqueda efectuada a partir de su nombre. A este respecto, cabe señalar que la apreciación
de la existencia de tal derecho no presupone que la inclusión de la información en cuestión en la lista de
resultados cause un perjuicio al interesado.

97 Ya que el interesado puede, habida cuenta de sus derechos con arreglo a los artículos 7 y 8 de la Carta,
solicitar que la información de que se trate ya no se ponga a disposición del público en general mediante su
inclusión en tal lista de resultados, es necesario considerar, como se desprende, en particular, del apartado
81 de la presente sentencia, que estos derechos prevalecen, en principio, no sólo sobre el interés económico
del gestor del motor de búsqueda, sino también sobre el interés de dicho público en encontrar la mencionada
información en una búsqueda que verse sobre el nombre de esa persona. Sin embargo, tal no sería el caso si
resultara, por razones concretas, como el papel desempeñado por el mencionado interesado en la vida pública,
que la injerencia en sus derechos fundamentales está justificada por el interés preponderante de dicho público
en tener, a raíz de esta inclusión, acceso a la información de que se trate.

98 En relación con una situación como la del litigio principal, que se refiere a la presentación, en la lista de
resultados que el internauta obtiene al efectuar una búsqueda a partir del nombre del interesado con ayuda
de Google Search, de vínculos a dos páginas de archivos en línea de un periódico que contienen anuncios
que mencionan el nombre de esta persona y relativos a una subasta inmobiliaria vinculada a un embargo
por deudas a la Seguridad Social, es preciso considerar que, teniendo en cuenta el carácter sensible de la
información contenida en dichos anuncios para la vida privada de esta persona y de que su publicación inicial
se remonta a 16 años atrás, el interesado justifica que tiene derecho a que esta información ya no se vincule
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a su nombre mediante esa lista. Por tanto, en la medida en que en el caso de autos no parece existir razones
concretas que justifiquen un interés preponderante del público en tener acceso a esta información en el marco
de tal búsqueda, lo que no obstante incumbe comprobar al órgano jurisdiccional remitente, el interesado puede,
en virtud de los artículos 12, letra b), y 14, párrafo primero, letra a), de la Directiva 95/46, exigir que se eliminen
estos vínculos de la lista de resultados.

99 De las consideraciones anteriores se desprende que procede responder a la tercera cuestión prejudicial que
los artículos 12, letra b), y 14, párrafo primero, letra a), de la Directiva 95/46 deben interpretarse en el sentido
de que, al analizar los requisitos de aplicación de estas disposiciones, se tendrá que examinar, en particular, si
el interesado tiene derecho a que la información en cuestión relativa a su persona ya no esté, en la situación
actual, vinculada a su nombre por una lista de resultados, obtenida tras una búsqueda efectuada a partir de su
nombre, sin que la apreciación de la existencia de tal derecho presuponga que la inclusión de la información
en cuestión en la lista de resultados cause un perjuicio al interesado. Puesto que éste puede, habida cuenta
de los derechos que le reconocen los artículos 7 y 8 de la Carta, solicitar que la información de que se trate
ya no se ponga a disposición del público en general mediante su inclusión en tal lista de resultados, estos
derechos prevalecen, en principio, no sólo sobre el interés económico del gestor del motor de búsqueda, sino
también sobre el interés de dicho público en acceder a la mencionada información en una búsqueda que verse
sobre el nombre de esa persona. Sin embargo, tal no sería el caso si resultara, por razones concretas, como
el papel desempeñado por el interesado en la vida pública, que la injerencia en sus derechos fundamentales
está justificada por el interés preponderante de dicho público en tener, a raíz de esta inclusión, acceso a la
información de que se trate.».

D) Sobre la doctrina del Tribunal Constitucional.

En la sentencia del Tribunal Constitucional 58/2018, de 4 de junio, se sienta la doctrina acerca del alcance y
significado del derecho al olvido en el marco de las libertades informáticas reconocidas en el artículo 18.4 de
la Constitución, en los siguientes términos:

«[...] La libertad de información constituye, y así se viene sosteniendo desde la STC 6/1981, de 16 de marzo,
no sólo un derecho fundamental de cada persona, sino también una garantía de la formación y existencia de
la opinión pública libre que, al ser condición previa y necesaria para el ejercicio de otros derechos inherentes
al funcionamiento de un sistema democrático, se yergue en uno de los pilares de una sociedad libre y plural.
También es jurisprudencia constante que la garantía de las libertades informativas se vincula a la actividad
de los medios de comunicación, debiendo integrarse en esta denominación tanto la prensa escrita, radio y
televisión, sea cual sea el soporte a través del cual se difunda su actividad periodística, como los medios de
comunicación exclusivamente digitales. Todos ellos desempeñan un papel innegable, en orden a garantizar la
plena eficacia del pluralismo, como valor superior del ordenamiento reconocido en el artículo 1.1 CE.

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos insiste en que la prensa juega un papel esencial en una sociedad
democrática, en la medida en que le incumbe comunicar, en cumplimiento de sus deberes y de sus
responsabilidades, informaciones e ideas sobre todas las cuestiones de interés general (asunto Jiménez
Losantos c. España, Sentencia de 14 de junio de 2016; asunto Couderc et Hachette Filipacchi Associés c.
Francia, Sentencia de 10 de noviembre de 2015; y asunto Von Hannover c. Alemania, Sentencia de 7 de
febrero de 2012). Ideas e informaciones que, igualmente, nuestro Tribunal ha considerado fundamentales para
conformar una opinión pública libre y plural, capaz de adoptar decisiones políticas a través del ejercicio de los
derechos de participación contenidos, principalmente, en el artículo 23 CE (por todas, SSTC 6/1981, de 16 de
marzo, y 30/1982, de 1 de junio).

En esta medida la libertad de información puede llegar a ser considerada prevalente sobre los derechos de
la personalidad garantizados por el artículo 18.1 CE, no con carácter absoluto sino caso por caso, en tanto
la información se estime veraz y relevante para la formación de la opinión pública, sobre asuntos de interés
general, y mientras su contenido se desenvuelva en el marco del interés general del asunto al que se refiere.
Del mismo modo, y por la conexión que existe entre los apartados primero y cuarto del artículo 18 CE, se puede
decir que también el derecho a la autodeterminación de datos personales, el derecho a la supresión de esos
datos de una base informatizada gestionada por un medio de comunicación, el derecho al olvido respecto de
las hemerotecas en suma, puede ceder frente a la libertad de información en determinados supuestos.

La identificación de tales supuestos debe partir del recurso al canon habitual que emplea nuestra
jurisprudencia para dirimir la colisión entre el derecho a la información y los derechos de la personalidad,
doctrina por lo demás coincidente en lo sustancial con la del Tribunal Europeo de Derechos Humanos al
interpretar el artículo 10.1 CEDH (por todas, SSTC 138/1996, de 16 de septiembre, FJ 3; 144/1998, de 30 de
julio, FJ 2; 21/2000, de 31 de enero, FJ 4; 112/2000, de 5 de mayo, FJ 6; 76/2002, de 8 de abril, FJ 3, y 61/2004,
de 19 de abril). Pero deben ser añadidas al canon dos variables determinantes en supuestos como el que nos
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ocupa, porque estamos ante el apartado cuarto del artículo 18 CE con carácter prevalente: el valor del paso
del tiempo a la hora de calibrar el impacto de la difusión de una noticia sobre el derecho a la intimidad del
titular de dicho derecho, y la importancia de la digitalización de los documentos informativos, para facilitar la
democratización del acceso a la información de todos los usuarios de internet.

a) En primer término, la información transmitida debe ser veraz. El requisito de veracidad, cuya ponderación
reviste especial interés cuando la libertad de información colisiona con el derecho al honor, no insta a que los
hechos sean rigurosamente verdaderos, sino que se entiende cumplido en los casos en los que el informador
haya realizado, con carácter previo a la difusión de la noticia, una labor de averiguación de aquéllos con la
diligencia exigible a un profesional de la información (por todas, STC 129/2009, de 1 de junio, FJ 2). Así, queda
protegida por el derecho fundamental incluso la noticia errónea, siempre que haya precedido dicha indagación
y que el error no afecte a la esencia de lo informado. Cuando la libertad de información colisiona con el derecho
a la intimidad, la veracidad "no es paliativo, sino presupuesto, en todo caso, de la lesión" ( SSTC 185/2002, de
14 de octubre, FJ 4, y 127/2003, de 30 de junio, FJ 8). Ello significa que, en términos generales, si la información
carece de interés público prevalente, no cabrá excluir la vulneración del derecho a la intimidad porque los
hechos íntimos desvelados sean ciertos.

b) Y, junto a la veracidad, la protección constitucional de la libertad de información, y su eventual prevalencia
sobre los derechos de la personalidad, exige que la información se refiera a hechos con relevancia pública, en
el sentido de sean noticiables.

La relevancia pública de la información viene determinada tanto por la materia u objeto de la misma,
como por razón de la condición pública o privada de la persona a que atañe. Como hemos dicho en
reiteradas ocasiones, las autoridades y funcionarios públicos, así como los personajes públicos o dedicados
a actividades que conllevan notoriedad pública "aceptan voluntariamente el riesgo de que sus derechos
subjetivos de personalidad resulten afectados por críticas, opiniones o revelaciones adversas y, por tanto, el
derecho de información alcanza, en relación con ellos, su máximo nivel de eficacia legitimadora, en cuanto que
su vida y conducta moral participan del interés general con una mayor intensidad que la de aquellas personas
privadas que, sin vocación de proyección pública, se ven circunstancialmente involucradas en asuntos de
trascendencia pública, a las cuales hay que, por consiguiente, reconocer un ámbito superior de privacidad, que
impide conceder trascendencia general a hechos o conductas que la tendrían de ser referidos a personajes
públicos" (por todas, STC 172/1990, de 12 de noviembre, FJ 2). En este sentido se ha dicho que, tratándose
de personas privadas, incluso cuando la noticia por la materia a que se refiere concierne al interés público,
no queda protegido por la libertad de información todo su contenido, sino que cabe reputar desproporcionada
la transmisión de aquellos hechos que, dentro de la noticia, afectan al honor o a la intimidad de la persona
concernida y que se revelen como "manifiestamente innecesarios e irrelevantes para el interés público de la
información" ( SSTC 105/1990, de 6 de junio, FJ 8, y 121/2002, de 20 de mayo, FJ 5).

Y, por lo que hace al contenido de la información, también es doctrina consolidada de este Tribunal que
la información sobre sucesos con relevancia penal es de interés general y tiene relevancia pública ( SSTC
178/1993, de 31 de mayo, FJ 4; 320/1994, de 28 de noviembre, FJ 5; 154/1999, de 14 de septiembre, FJ 4;
121/2002, de 20 de mayo, FJ 4,y 185/2002, de 14 de octubre, FJ 4). Más concretamente, en la última resolución
citada, este Tribunal ha declarado que "reviste relevancia o interés público la información sobre los resultados
positivos o negativos que alcancen en sus investigaciones las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado,
especialmente si los delitos cometidos entrañan una cierta gravedad o han causado un impacto considerable
en la opinión pública, extendiéndose aquella relevancia o interés a cuantos datos o hechos novedosos puedan
ir descubriéndose, por las más diversas vías, en el curso de las investigaciones dirigidas al esclarecimiento de
su autoría, causas y circunstancias del hecho delictivo ( SSTC 219/1992, de 3 de diciembre, FJ 4; 232/1993, de
12 de julio, FJ 4; 52/2002, de 25 de febrero, FJ 8, y 121/2002, de 20 de mayo, FJ 4)".

Es en este punto donde resulta imprescindible introducir algunos matices a nuestra doctrina previa. Tal y
como se viene afirmando, la relevancia pública de la información viene determinada tanto por la materia de la
misma como por la condición de la persona a que se refiere. Pero el carácter noticiable también puede tener
que ver con la "actualidad" de la noticia, es decir con su conexión, más o menos inmediata, con el tiempo
presente. La materia u objeto de una noticia puede ser relevante en sentido abstracto, pero si se refiere a
un hecho sucedido hace años, sin ninguna conexión con un hecho actual, puede haber perdido parte de su
interés público o de su interés informativo para adquirir, o no, un interés histórico, estadístico o científico. No
obstante su importancia indudable, ese tipo de intereses no guarda una relación directa con la formación de
una opinión pública informada, libre y plural, sino con el desarrollo general de la cultura que, obviamente, actúa
como sustrato de la construcción de las opiniones. Por esa razón podría ponerse en duda, en estos casos, la
prevalencia del derecho a la información [ art. 20.1 d) CE] sobre el derecho a la intimidad de una persona ( art.
18.1 CE) que, pasado un lapso de tiempo, opta por solicitar que estos datos e información, que pudieron tener
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relevancia pública en su día, sean olvidados. Por supuesto, cuando la noticia en cuestión ha sido digitalizada
y se contiene en una hemeroteca, la afectación del derecho a la intimidad viene acompañada del menoscabo
del derecho a la autodeterminación informativa ( art. 18.4 CE).

Respecto de esto la STEDH de 10 de marzo de 2009, asunto Times Newspapers Ltd (núm. 1 y 2) c. Reino
Unido, § 45, sostuvo que los archivos periodísticos que se publican en internet contribuyen de forma sustancial
a la preservación y accesibilidad de las noticias y la información, constituyendo una fuente importante para
la educación y la investigación histórica, particularmente en la medida en que la prensa proporciona dicha
accesibilidad en la red de forma fácil y, generalmente, gratuita. En consecuencia -destacó la Corte- aunque
la función principal de la prensa en una sociedad democrática es actuar como un vigilante de lo público -
acudiendo a la conocida expresión "public watchdog"-, cumple igualmente una valiosa función secundaria
al mantener y poner a disposición de los lectores los archivos que contienen noticias publicadas tiempo
atrás. Sin embargo -terminó diciendo la Sentencia- el margen de apreciación reconocido a los Estados para
ponderar los derechos fundamentales en conflicto es mayor respecto de los archivos de hechos pasados,
que cuando la información concierne a hechos recientes. Especialmente, en el primer caso, el deber de la
prensa de actuar conforme a los principios del periodismo responsable, asegurándose de la exactitud de la
información histórica, debería ser más riguroso, dada la ausencia de la urgencia en divulgar el material a
la comunidad de destinatarios. Por tanto, atendiendo a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos
Humanos, es preciso reconocer que la prensa, al poner a disposición del gran público sus bases de datos de
noticias, desarrolla una doble función. Por un lado, la de garante de la pluralidad informativa que sustenta la
construcción de sociedades democráticas, y, por otro, la de crear archivos a partir de informaciones publicadas
previamente, que resulta sumamente útil para la investigación histórica. Y podríamos concluir que, si bien
ambas desempeñan una función notable en la formación de la opinión pública libre, no merecen un nivel
de protección equivalente al amparo de la protección de las libertades informativas, por cuanto una de las
funciones es principal y la otra secundaria. Y estas consideraciones deben tener un efecto inmediato en el
razonamiento, que nos lleve a buscar el equilibrio entre los derechos reconocidos en el artículo 20.1 d) CE y
en el apartado cuarto del artículo 18 CE.

c) Por último, es preciso reconocer que la universalización de acceso a las hemerotecas, facilitado por su
digitalización, es decir por su transformación en bases de datos de noticias, tiene un efecto expansivo sobre la
capacidad de los medios de comunicación para garantizar la formación de una opinión pública libre. Poner a
disposición del público un histórico de noticias como el que se contiene en las hemerotecas digitales, facilita
que actores del tercer sector, organizaciones civiles, o ciudadanos individuales puedan actuar, trayendo de
nuevo aquí la expresión utilizada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, como "perros de guarda" de
la sociedad (por todas, STEDH de 8 de noviembre de 2016, asunto Magyar Helsinki Bizottsag c. Hungría). Pero
también garantiza que los medios de comunicación, la prensa, pueda jugar ese mismo papel, que Estrasburgo
califica como indispensable (por todas, STEDH de 20 de mayo de 1999, asunto Bladet Tromsø y Stensaas c.
Noruega, §§ 59 y 62, STEDH de 17 de diciembre de 2004, asunto Pedersen y Baadsgaard, § 71; STEDH de 7
de febrero de 2012, asunto Axel Springer AG c. Alemania, § 79), trayendo al presente hechos o declaraciones
del pasado que puedan tener un impacto en el momento presente, y contribuyendo así a efectuar un control
político difuso a través de la opinión publicada que impacta en la opinión pública.

No obstante, este efecto expansivo también supone un incremento del impacto sobre los derechos
fundamentales de las personas que protagonizan las noticias incluidas en hemerotecas. Esta consideración
conduce a la cita de la Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, de 13 de mayo de 2014, Google
Spain S.L contra Agencia Española de Protección de Datos, asunto C-131/12 que, en su parágrafo 80, recuerda
que "un tratamiento de datos personales como el controvertido en el litigio principal, efectuado por el gestor
de un motor de búsqueda, puede afectar significativamente a los derechos fundamentales de respeto de la
vida privada y de protección de datos personales cuando la búsqueda realizada sirviéndose de ese motor de
búsqueda se lleva a cabo a partir del nombre de una persona física, toda vez que dicho tratamiento permite a
cualquier internauta obtener mediante la lista de resultados una visión estructurada de la información relativa
a esta persona que puede hallarse en Internet, que afecta potencialmente a una multitud de aspectos de su
vida privada, que, sin dicho motor, no se habrían interconectado o sólo podrían haberlo sido muy difícilmente
y que le permite de este modo establecer un perfil más o menos detallado de la persona de que se trate". Por
tanto la universalización del acceso a las hemerotecas, como la universalización del acceso a la información a
través de los motores de búsqueda, multiplica la injerencia en los derechos a la autodeterminación informativa
( art. 18.4 CE) y a la intimidad ( art. 18.1 CE) de los ciudadanos.

Tal y como argumenta el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, los derechos de la persona citada en la noticia
de prensa indexada, protegidos con arreglo a los artículos 7 y 8 de la Carta de los derechos fundamentales
de la Unión Europea, pueden entrar en conflicto con el derecho de los internautas a acceder a la información
disponible en la red o, en el caso que nos ocupa, con el derecho de los medios de comunicación a facilitar
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dicha información. Y el equilibrio de derechos, en la resolución de ese conflicto, puede depender "en supuestos
específicos, de la naturaleza de la información de que se trate y del carácter sensible para la vida privada de la
persona afectada y del interés del público en disponer de esta información, que puede variar, en particular, en
función del papel que esta persona desempeñe en la vida pública" (asunto Google Spain S.L contra Agencia
Española de Protección de Datos § 81). En esta necesidad de equilibrio entre las libertades informativas y el
derecho a la autodeterminación informativa, es en la que hay que tener en cuenta el efecto del paso del tiempo
sobre la función que desempeñan los medios de comunicación, y sobre la doble dimensión -estrictamente
informativa o fundamentalmente investigadora- de esa función.»

E) Sobre la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo.

En la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo de 11 de enero de 2019
(RC 5579/2017), hemos fijado la siguiente doctrina jurisprudencial, acerca de las condiciones y límites de la
protección del derecho al olvido, en los siguientes términos:

«[...] 1.-El artículo 20.1.d) de la Constitución española de 29 de diciembre de 1978, en relación con lo dispuesto
en el artículo 6.4 de la Ley 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, debe
interpretarse en el sentido de que debe garantizarse la protección del derecho al olvido digital (de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 18 de la Norma Fundamental) en aquellos supuestos en que la información que
es objeto de difusión, y cuya localización se obtiene a través de motores de búsqueda en internet contenga
datos inexactos que afectan en lo sustancial a la esencia de la noticia.

La persona afectada por una supuesta lesión del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia
imagen está legitimada para fundamentar válidamente una acción de reclamación ante la entidad proveedora
de los servicios de motor de búsqueda en internet o ante la Agencia Española de Protección de Datos cuando
los resultados del motor de búsqueda ofrezcan datos sustancialmente erróneos o inexactos que supongan
una desvalorización de la imagen reputacional que se revele injustificada por contradecir los pronunciamientos
formulados en una resolución judicial firme.»

Esta doctrina, se sustentaba en las siguientes consideraciones jurídicas:

«Esta Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo debe significar que en este supuesto
resultaba necesario tomar en consideración, siguiendo los criterios expuestos en la jurisprudencia del Tribunal
Constitucional y en la doctrina del Tribunal de Justicia de la Unión Europea así como la del Tribunal Europeo de
Derechos Humanos, los riesgos que para el respeto a la vida privada del reclamante pudiera tener la divulgación
de aspectos referidos a sus actividades de ocio. Por ello, estimamos que debía ponderarse adecuadamente
tanto que la noticia se refería a hechos atribuidos a un funcionario público, que, aunque ocupase el puesto
de jefe forestal de la Xunta de Galicia en Ourense, sus actuaciones carecían de particular notoriedad pues no
ha quedado acreditado en autos que se trate de un personaje público o que desempeñase, indiciariamente,
un papel destacado en la vida pública de esa Comunidad Autónoma, lo que diluye en gran medida el interés
público de la información difundida a través de internet, así como que la noticia había perdido actualidad,
teniendo en cuenta el tiempo transcurrido desde que se produjeron los hechos, lo que limita la trascendencia
para la formación de una opinión pública informada, libre y plural en una sociedad democrática.

En este sentido, cabe precisar que el reconocimiento al derecho al olvido digital comporta otorgar al interesado
la facultad de solicitar ante la entidad proveedora de servicios de motor de búsqueda en internet y ante la
Agencia Española de Protección de Datos, conforme a lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley Orgánica 15/1999
de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, que cancele, suprima o prohíba la indexación
de aquellos datos de la lista de resultados proporcionada por el motor de búsqueda obtenidos a partir de su
nombre que se revelen inexactos, en la medida que cabe impedir injerencias ilegítimas en el derecho a la vida
privada y familiar y en el derecho a la protección de datos personales.

La decisión de la entidad responsable del tratamiento de datos o de la autoridad de control deberá
necesariamente justificarse, para lograr ese justo equilibrio entre la libertad de información y el derecho
al respeto a la vida privada con base en la valoración de la naturaleza y trascendencia de la información
para el público y el tiempo transcurrido desde que se originó la noticia, puesto que el tratamiento de
datos originariamente lícito puede devenir con el tiempo incompatible con la salvaguarda de los derechos
personalísimos .

La exigencia de tutelar el derecho a la información, tal como preconizaba la defensa letrada de la mercantil
Google LLC no puede suponer vaciar de contenido la protección debida del derecho a la intimidad personal
y a la propia imagen, así como el derecho a la protección de datos personales, cuando resulten afectados
significativamente por la divulgación de noticias en internet.
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Si cabe partir de la premisa de que los proveedores de servicios de motor de búsqueda en internet ejercen
lícitamente su actividad empresarial cuando ponen a disposición del público aplicaciones o herramientas
de localización de información sobre personas físicas y ello esta amparado por la libertad de información
(en cuanto el derecho a recibir información veraz se extiende, en el contexto actual de desarrollo de la
sociedad de información, al reconocimiento del derecho de los usuarios de internet a buscar información con
otras personas y obtener resultados que ofrezcan un reflejo de las páginas web relacionadas), no obstante,
cabe subrayar que las entidades que gestionan dichos servicios de tratamiento de datos digitalizados están
obligadas a preservar con la misma intensidad el derecho fundamental a la vida privada de las personas
afectadas, impidiendo cualquier interferencia que pueda considerarse de ilegítima.

Así mismo cabe descartar que el Tribunal de instancia haya aplicado de forma más rigurosa a Google el test
de veracidad de la información, en relación al que correspondería al editor de la noticia, lo que supondría-
según se aduce- incurrir en una violación del principio de proporcionalidad, pues cabe observar que la ratio
decidendi de la sentencia impugnada reside en la constatación de que los datos divulgados a través de internet
son inexactos en lo que se refiere a la esencia de la información, lo que justifica la intervención de la Agencia
Española de Protección de Datos, que se revela, en este supuesto, idónea para conseguir el fin perseguido de
respeto a la vida privada de la persona afectada.».

.

TERCERO.- Sobre las infracciones del ordenamiento jurídico en que se fundamenta el recurso de casación,
referidas a la vulneración del artículo 6.4 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de
Datos de Carácter Personal , en relación con el artículo 2 de la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo
y del Consejo, de 24 de octubre de 1995 , relativa a la protección de las personas físicas en lo que respeta
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, y la doctrina jurisprudencial del
Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

La cuestión sobre la que esta Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo debe pronunciarse,
con el objeto de la formación de jurisprudencia, se ciñe, esencialmente, a dilucidar qué debe entenderse por
nombre de una persona física, a los efectos de determinar el alcance del ejercicio del derecho de poder
oponerse a un tratamiento de datos y de exigir al gestor de un motor de búsqueda eliminar de la lista de
resultados, obtenida como consecuencia de una búsqueda efectuada a partir de su nombre, vinculados a
páginas webs, publicadas legalmente por terceros, y que contenga datos e información veraces relativos a su
persona, en el sentido de precisar si se refiere a las búsquedas efectuadas exclusivamente a partir del nombre
y los apellidos de una persona, o si también concierne a aquellas búsquedas realizadas únicamente con base
en los apellidos de la persona afectada.

Tal como se refiere específicamente en el Auto de la Sección Primera de esta Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo de 24 de enero de 2020, la cuestión planteada en el recurso de casación
que presentan interés casacional objetivo para la formulación de jurisprudencia, consiste en interpretar
la normativa de protección de datos de carácter personal vigente, a efectos de delimitar, a la luz de la
jurisprudencia europea, si el concepto de búsqueda por nombre de una persona física que fundamenta el
ejercicio del derecho de oposición al tratamiento de protección de datos (o de otros derechos, como el derecho
al olvido) se refiere única y exclusivamente a las búsquedas realizadas por nombre y apellidos de una persona
o incluye también aquellas búsquedas realizadas únicamente por apellidos.

A tal efecto, resulta pertinente poner de manifiesto que la respuesta jurisdiccional que demos a esta cuestión
comporta resolver si, tal como propugna la defensa letrada de la parte recurrente, la sentencia de la Sección
Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional impugnada ha infringido el
artículo 6 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, en
relación con el artículo 2 de la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de
1995, relativa a la protección de las personas físicas en lo que respeta al tratamiento de datos personales y
a la libre circulación de estos datos,. así como la doctrina jurisprudencial del Tribunal de Justicia de la Unión
Europea, al sostener que, según se infiere de la doctrina del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, no procede
estimar una reclamación de desindexación cuando la búsqueda se realice a partir, exclusivamente, de los
apellidos de la persona afectada, en la medida que, conforme a la normativa reguladora del registro civil, sólo
procede cuando la búsqueda se realice a partir del nombre y apellidos que identifican de forma inequívoca
a la persona.

Con base en el contexto normativo y jurisprudencial que hemos expuesto en el precedente fundamento jurídico,
esta Sala de lo Contencioso- Administrativo del Tribunal Supremo sostiene que el Tribunal de instancia ha
realizado una interpretación inadecuada del artículo 6.4 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de
Protección de Datos de Carácter Personal, al considerar que no procede estimar la reclamación efectuada por
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Mariano  contra Microsoft Corporation, con el objeto de que su nombre (identificado por los dos apellidos) no
se asociara en la lista de resultados del buscador Bing a una serie de urls, puesto que entendemos que de la
sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 13 de mayo de 2014 no se desprende que excluya la
desindexación cuando la búsqueda se lleve a cabo únicamente con los apellidos del afectado.

Al respecto, cabe poner de relieve que, partiendo de la definición de datos de carácter personal efectuada en el
artículo 3 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, alusiva
a que «cualquier información concerniente a personas físicas identificadas o identificables», en consonancia
con lo dispuesto en el artículo 2 de la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24
de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas físicas en lo que respeta al tratamiento de
datos personales y a la libre circulación de estos datos, que precisa que «se considerará identificable toda
persona cuya identidad puede determinarse, directa o indirectamente, en particular, mediante un número de
identificación o uno o varios elementos específicos característicos de su identidad física, fisiología, psíquica,
económica, cultural o social», y teniendo en cuenta la naturaleza del derecho al olvido, que se reconoce como
derecho fundamental en el marco garantista de las libertades informáticas, no cabe interpretar de forma
tan restrictiva la referencia al tratamiento de datos de carácter personal relativos al nombre de la «persona
afectada», en el sentido de que operaría sólo en las búsquedas efectuadas a partir del nombre de pila y los
dos apellidos de la persona, invocando, para ello, la legislación reguladora del Registro Civil, porque supondría
contravenir el espíritu y la finalidad tuitiva de la normativa de la Unión Europea, así como la normativa nacional
de protección de datos de carácter personal, que no permiten distinguir, a estos efectos, que la búsqueda se
efectúe con base en los apellidos de la persona afectada o del nombre y los dos apellidos de la citada persona.

Por tanto, consideramos que el criterio mantenido en la sentencia impugnada carece de apoyo en la normativa
reguladora de la protección de datos personales de la Unión Europea y en la Ley Orgánica 15/1999, de 13
de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, pues supondría restringir, injustificadamente, el
derecho, del que es titular la persona afectada, de exigir al gestor de un motor de búsqueda la eliminación de
la lista de resultados, obtenida como consecuencia de una búsqueda realizada a partir de nombre con el que
se le identifica ordinariamente en la esfera privada o pública, vinculados a páginas webs, que contienen datos
e informaciones relativos a su persona, debido a que estos datos e informaciones pueden perjudicarle o desea
que se olviden, en determinadas circunstancias, transcurrido un lapso de tiempo que revela su obsolescencia,
con la finalidad de salvaguardar su derecho al honor, a la intimidad, así como el derecho a preservar su propia
imagen reputacional.

En este sentido, sostenemos que la sentencia impugnada no toma en la debida consideración el carácter
garantista de las normas que regulan el tratamiento de datos personales, que deben interpretarse a la luz de la
jurisprudencia formulada en relación con la protección de los derechos fundamentales y libertades públicas de
las personas físicas, como recuerda el Tribunal de Justicia de la Unión Europea en la sentencia de 13 de mayo
de 20165 (C-131/12), por lo que no resulta coherente, con esa doctrina jurisprudencial, reconocer el derecho
al olvido cuando la búsqueda se efectúe a partir del nombre (completo) de una persona y negarlo cuando se
efectúa sólo a partir de los dos apellidos de esa persona, pues ello implica no tener en cuenta uno de los
principios generales del Derecho de la Unión Europea, que propugna la interpretación uniforme en todos los
Estados miembros de la normativa comunitaria europea. No resulta por tanto razonable que la aplicación de la
Directiva 95/46/CE esté condicionada, en estos términos, por las diversas legislaciones internas reguladoras
del Registro Civil, que determinan cuáles son los elementos identificativos del nombre y el estado civil de los
ciudadanos de sus respectivos Estados.

En último término, debe significarse que el Tribunal de instancia no podía ignorar el alcance y significado
del tratamiento de datos de carácter personal, en este supuesto, que permite acceder a cualquier usuario de
internet a contenidos referidos a diversos aspectos de la vida privada del reclamante, que, potencialmente,
puede considerarse una ingerencia ilegítima en el derecho a la privacidad, por referirse a datos de carácter
privado, sin ninguna transcendencia pública, que carecen de actualidad, como así ha sido reconocido por la
propia Agencia Española de Protección de Datos, respecto de las búsquedas realizadas a partir del nombre
y los dos apellidos del reclamante.

CUARTO.- Sobre la formación de doctrina jurisprudencial acerca de la interpretación del artículo 6.4 de la
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal , en relación con
el artículo 24 de la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de octubre de 1995 ,
relativa a la protección de las personas físicas en lo que respeta al tratamiento de datos personales y a la
libre circulación de estos datos.

Conforme a los razonamientos jurídicos expuestos, esta Sala, dando respuesta a la cuestión planteada en este
recurso de casación, que presenta interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia, declara que:
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1.- El ejercicio del derecho de oposición, rectificación o cancelación del tratamiento de datos, y, en su caso, del
derecho al olvido, reconocido en el artículo 6.4 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de
Datos de Carácter Personal, en relación con lo dispuesto en el artículo 18 del citado texto legal, en consonancia
con lo dispuesto en los artículos 12 y 14 de la Directiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de
24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las personas físicas en lo que respeta al tratamiento de
datos personales y a la libre circulación de estos datos, faculta a la persona interesada a exigir del gestor de
un motor de búsqueda que elimine de la lista de resultados, obtenida como consecuencia de una búsqueda
efectuada tanto a partir de su nombre completo o de sus dos apellidos, vínculos a páginas webs, publicados
legalmente por terceros, que contengan datos e informaciones veraces, relativos a su persona, cuando la
difusión de dicha información, relativa a su persona, menoscabe el derecho al honor, a la intimidad, o a la
propia imagen del interesado, y carezca de interés público, y pueda considerarse, por el transcurso del tiempo,
obsoleta, en los términos establecidos por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, del
Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo.

En consecuencia con lo razonado, debemos declarar haber lugar al recurso de casación interpuesto por
la representación procesal de  Mariano  contra la sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 22 de julio de 2019, dictada en el recurso contencioso-
administrativo número 154/2018, que casamos.

Y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, atendiendo a la doctrina jurisprudencial fijada en esta sentencia,
procede estimar el recurso contencioso-administrativo interpuesto por  Mariano  contra la resolución de la
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos de 7 de febrero de 2018, subsanada por resolución de
19 de febrero de 2018, recaídas en el procedimiento TD/01833/2017, que declaramos no conforme a derecho
en el extremo de la parte dispositiva, que desestima la reclamación efectuada contra Microsoft Corporation
respecto de la desindexación, a partir de una consulta por su dos apellidos, reconociendo la pretensión
ejercitada referida al derecho de oposición y a desindexar los enlaces referenciados en la reclamación
efectuada ante la Agencia Española de Protección de Datos.

QUINTO.- Sobre las costas procesales.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 93.4 y 139.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, no procede la imposición de las costas de casación a ninguna de
las partes, imponiéndose las costas del proceso de instancia a la Administración demandada, hasta un límite
máximo de 4.000 euros más IVA, si procede.

F A L L O

Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que le confiere la Constitución, esta Sala ha decidido ,
tras fijar la doctrina jurisprudencial que hemos expuesto en el precedente fundamento jurídico cuarto de esta
sentencia:

Primero.- Declarar haber lugar al recurso de casación interpuesto por  Mariano  contra la sentencia de la
Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 22 de julio de 2019,
dictada en el recurso contencioso-administrativo número 154/2018, que casamos.

Segundo.- Estimar el recurso contencioso-administrativo interpuesto por  Mariano  contra la resolución de la
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos de 7 de febrero de 2018, subsanada por resolución
de 19 de febrero de 2018, recaídas en el procedimiento TD/01833/2017, que se anula por no ser conforme a
derecho, en el extremo impugnado, reconociendo la pretensión ejercitada referida a la desindexación, en los
términos fundamentados.

Tercero.- De conformidad con lo dispuesto en los artículos 93.4 y 139.1 de la Ley reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa , la Sala acuerda que no procede la imposición de las costas de recurso de
casación a ninguna de las partes, dejando sin efecto el pronunciamiento respecto de las costas del proceso
de instancia, que se imponen a la Administración demandada, en los términos fundamentados.

Notifíquese esta resolución a las partes e insértese en la colección legislativa.

Así se acuerda y firma.

Eduardo Espín Templado José Manuel Bandrés Sánchez-Cruzat Eduardo Calvo Rojas

María Isabel Perelló Doménech José María del Riego Valledor

Diego Córdoba Castroverde Fernando Ramón García
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PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior sentencia, estando constituida la Sala en Audiencia Pública,
lo que, como Letrada de la Administración de Justicia, certifico.
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